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Viabilidad de la aplicación del derecho 
auton6mico en la realidad ecuatoriana 
Xavier /. Macero' . 

Sumario: En síntesis, se debe dejar de satanizar el modelo de Estado central con afirmaciones 
como "el Estado central ha sido el causante de la pobreza que existe en el Ecuador" o "los pro­
blemas económicos y políticos que sufren hoy en día varios gobiernos locales es fruto del Es­
tado centralista", porque lejos de ser deltas y traer soluciones, fomentan una mayor inestabi­
lidad social. 

Palabras Claves: autonomías, región, 
derecho, política, descentralización, 
democracia. 

E 
n los últimos años el régimen 
democrático ecuatoriano ha es­
tado a punto del colapso, debi­

do a una serie de actos corruptos reali­
zados por varias administraciones gu­
bernamentales que han utilizado a la 
política como un instrumento idóneo 
para satisfacer sus deseos de poder. Esto 
ha producido que los ecuatorianos can­
sados de tanta infamia reaccionen en 
contra de ellos, provocando un ambien­
te de inestabilidad, desconfianza e inse­
guridad en el país. 

Tras el último caos institucional y 
político que impuso la destitución del
 

. Presidente Lucio Gutiérrez, el actual ga­

binete presidencial se ha esforzado en
 
establecer la calma y recuperar el árnbl­

to de Estadode derecho en el país. A pe­
sar de ello, varias autoridades públicas 
aducen que es el momento de instaurar 
un nuevo modelo de "división política 
administrativa del Estado", que logre re­
solver los graves problemas de centrali­
zación, concentración y obsolescencia 
que tiene el actual sistema y poder ge­
nerar de esta manera un verdadero Esta­
do de Bienestar. Proponen al régimen 
de Autonomías como la mejor opción. 

Este trabajo tiene como objetivo 
analizar el fondo de la problemática po­
lítica y social ecuatoriana e investigar la 
evolución y situación actual del Estado 
Autónomo en España, a fin de analizar 
si realmente la propuesta defendida por 
varios alcaldes y prefectos de instaurar 
un nuevo modelo de "división política 
administrativa del Estado" fomentará la 
unidad nacional y desarrollo económi­
co del Ecuador. El propósito será consti-

Profesor - investigador de la Escuela Politécnica del Litoral - ESPOlo 
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tuir un documento orientado a dilucidar 
el debate político existente. 

La disyuntiva entre el poder central y el 
estado de autonomía 

La pugna por mantener o un gobier­
no central o uno autonómico es un dile­
ma que viene siendo arrastrado desde 
mucho antes de los inicios de la Repú­
blica. Fundamentalmente originado por 
la serie de crisis económicas y sociales 
producidas en momentos puntuales de 
la historia y sostenido por el protagonis­
mo económico y político alcanzado por 
las ciudades de Quito y Guayaquil. 

El gobierno central y la regionalización 

Tradicionalmente, las regiones re­
presentativas del Ecuador han sido la 
costa, la sierra centro - norte y la sierra 
sur. Las ciudades de Guayaquil, Quito y 
Cuenca, respectivamente, se han erigi­
do como sus principales representantes. 
No obstante, sus respectivos ascensos 
económicos y protagonismo en la vida 
social se han originado en diferentes 
épocas. . 

Una vez conquistado el imperio in­
ca por Francisco Pizarro, España instau­
ra en esos territorios el Virreinato de Pe­
rú. Su extensión iba desde el actual Pa­
namá hasta Argentina. Estaba compues­
to por las Audiencias de Lima, Panamá, 
Santa Fe de Bogotá, la Plata de Charcas, 
Quito, Chile y Buenos Aires. Fue un te­
rritorio consolidado, cuya actividad co­
mercial giraba principalmente alrededor 
de la explotación de plata de las minas 
de Potosí. 

Los pueblos que hoy integran el 
Ecuador estaban comprendidos en La 

Real Audiencia de Quito. Su economía 
giraba en torno de la explotación mine- . 
ra, pero tras declinar su producción a fi­
nales del siglo XVI, las actividades eco­
nómicas se dirigieron principalmente a 
la producción textil, el agro pastoril yel 
comercio. 

'En el siglo XVII la industria textil al­
canzó un gran apogeo. Fue el principal 
sustento económico de la Real Audien­
cia de Quito y el eje central de su orga­
nización comercial. Su centro de pro­
ducción fue la sierra centro - norte, es­
pecializada en el tejido de lana de ove­
ja. La unidad de producción económica 
fue la hacienda. En ella se realizaba la 
mayor parte de las actividades producti­
vas que englobaba la elaboración de los 
tejidos, desde la cría de ganado hasta la 
obtención de la materia prima. Quito, 
Latacunga y Riobamba fueron los prin­
cipales centros de fabricación textil. 

Esta actividad produjo el ascenso 
económico principalmente de Quito, 
que a través de la producción del tejido 
lanar, pudo integrarse a la red comercial 
establecida en el Virreinato de Perú y 
ocupar un lugar destacable. Esto le per­
mitió alcanzar un protagonismo social 
predominante que originó el sentimien­
to quiteño de ser siempre el centro del 
poder nacional y eje del desarrollo de la 
república. 

Simultáneamente, las demás regio­
nes iban especializándose en otras acti­
vidades comerciales. La sierra sur se de­
dicó al tejido de algodón, a la ería de 
ganado mular y a la explotación de la 
cascarilla; y la costa al cultivo del cacao 
y a la fabricación de barcos. Cada uno 
tuvo su propio mercado y organización 
comercial. Los primeros comercializa­
ron con varias zonas del Virreinato de 



Perú; pero los segundos, representados 
principalmente por Guayaquil, optaron 
por el comercio internacional, obte­
niendo gradualmente una mayor inde­
pendencia del mercado nacional. 

Poco a poco las actividades econó­
micas iban conformando las distintas 
subregiones que hoy existen en el país. 
Subregiones que fueron fortalecidas gra­
cias a la inmensa autonomía otorgada 
por la monarquía española, quienes 
permitieron a cada pueblo organizar y 
capitalizar sus producciones y comercio 
regional. En este aspecto jugaron un pa­
pel importante los cabildos locales, 
pues se encargaron de velar por el bie­
nestar social, económico y político de 
sus respectivas comunidades. El ejerci­
cio autónomo del poder iba siendo 
usual en cada región, ya que tenían una 
plena participación en las decisiones 
concernientes a sus intereses particula­
res. Sólo debían cumplir con las exigen­
cias fiscales impuestas por la monar­
quía. 

En el siglo XVIII se produce el as­
censo económico de Guayaquil, gracias 
a la disminución de la producción textil 
y al aumento de la producción y expor­
tación del cacao. El debilitamiento tex­
til se debió principalmente a las medi­
das que fomentaron el libre comercio 
internacional y al agotamiento de la pla­
ta de las minas de Potosí. Lo primero 
ocasionó un aumento en las importacio­
nes de paños y tejidos provenientes de 
Europa, que paulatinamente fueron sus­
tituyendo a los tejidos nacionales, y lo 
segundo provocó un descenso en el co­
mercio regional (su sustento era la ex­
plotación de plata de las minas). 

El auge económico del cacao fue 
producto de la apertura comercial con-
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traída. Esto permitió legalizar activida­
des que se realizaban por medio del 
contrabando (Lima y Caracas ejercían el 
monopolio comercial); establecer nue­
vas relaciones comerciales con varias 
colonias europeas; y consolidar el pro­
tagonismo de Guayaquil en la sociedad 
(la ciudad fue el centro productivo del 
cacao). Asimismo, ayudó a fortificar una 
diferencia cultural predominante: la 
identificación de la costa con medidas 
que fomentan el libre comercio y au­
mento de exportaciones, y de la sierra 
con medidas que promuevan el protec­
cionismo. Duró hasta inicios del siglo 
XIX. 

Cuenca, por su parte, no tuvo un 
ascenso económico tan destacable co­
mo Guayaquil y Quito, pero al ser el 
centro económico de la sierra sur, se la 
considera como el referente de los inte­
reses de esta región. 

Por otro lado, el siglo XVIII se ca­
racteriza también por la aparición del 
primer conflicto político referente a la 
distribución del poder, tras la imple­
mentación de las reformas borbónicas. 
Su instauración tuvo como objetivo in­
crementar los ingresos económicos y re­
cuperar el control político de las colo­
nias. Lo primero condujo a fomentar la 
venta de las tierras a través del mecanis­
mo de las composiciones (otorgamiento 
de títulos de propiedad por parte de la 
Corona), incrementarla venta de títulos 
de nobleza y cargos públ icos, sancionar 
el libre comercio internacional, etc.; y 
lo segundo comportó aumentar la buro­
cracia para centralizar la administración 
pública y frenar tanto la autonomía que 
iban adquiriendo las instancias locales 
como la participación de los criollos en 
las decisiones estatales. 
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Este último hecho asentó sustan­
cialmente el sentimiento autonomista 
por parte de los criollos, que posterior­
mente se traduciría en deseos de inde­
pendencia. Deseos fortalecidos gracias 
a la crisis de la monarquía española pro­
vocada por la invasión de Napoleón. 

La etapa de independencia del 
Ecuador tiene dos momentos bien dife­
renciados: el primer grito de indepen­
dencia o "revolución quiteña" (10 de 
agosto de 1809) Y la batalla del Pichin­
cha o "imposición revolucionaria" (24 
de mayo del 1822). 

La primera revolución independen­
tista se caracterizó por ser un levanta­
miento quiteño aislado, movido por el 
deseo de reafirmar su autoridad y man­
tener el control de las regiones. "La Re­
volución quiteña de agosto de 1809 
puede entenderse como un intento de la 
capital por recuperar todos sus territo­
rios y reafirmar su autoridad en todas 
sus provincies"), Esto, unido a la situa­
ción de plena calma en que se desarro­
lló, trajo consigo una ausencia del apo­
yo popular, por lo que no fue difícil pa­
ra los españoles repelerla y eliminarla. 
"Era una revolución que promovía los 
intereses de las clases dominantes de la 
Sierra central, que no siempre coinci­
dían con los de las otras provincies"? 

La violencia con que se desarrolla­
ron la represión y encarcelamiento de 
los intelectuales revolucionarios provo­
có la unificación de la nación en contra 

de los abusos cometidos por el gobierno 
español. "Los presos se convirtieron en 
el símbolo de la ciudad oprtrntda"> Vio­
lencia que tuvo su clímax el 2 de agos­
to de 1810, tras la matanza de cerca de 
300 personas provocada por los inten­
tos de un grupo de quiteños por liberar 
a los patriotas revolucionarios. 

La imposición revolucionaria se 
originó con la independencia de Gua­
yaquil. A partir de ahí, se empezó una 
intensa campaña libertaria comandada 
por Sucre (representante de Simón Bolí­
var) que se consumó en la Batalla del 
Pichincha. 

Lastimosamente el logro alcanzado 
no fue acompañado por un proyecto 
político nacional, que ayude a estable­
cer la organización política - adminis­
trativa del país naciente; por lo que se le 
hizo relativamente fácil a Bolívar incor­
porar a todas las regiones de la antigua 
Real Audiencia de Quito a su proyecto 
de constitución de la Gran Colombia, 
gracias a su enorme reputación y pode­
río armado. 

Esto muestra que detrás de los pro­
cesos de independencia nunca hubo 
una verdadera unidad nacional que di­
rijera comúnmente los destinos de los 
ciudadanos y propiciara la consolida­
ción de una nueva república, Hubo más 
bien deseos aislados de las regiones por 
acentuar su poder político. El miedo, 
horror, y atropellos experimentados por 
las violentas represalias efectuadas por 

C. Landázuri, "La independencia y la etapa gran colombiana (1809 - 1830)", Ecuador: Raí­
ces del presente, Quito, La Hora, 2003. Disponible en: <http://www.dlh.lahora.com.ec/pa­
ginas/historia/historia6.htm> 

2 lbíd. 
3 lbíd. 
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parte de los españoles solo provocó una 
unión esporádica en busca de un obje­
tivo común. 

Adicionalmente, las guerras de in­
dependencia dejaron consolidado en 
las mentes de los ciudadanos la figura 
del caudillo militar. Figura que será de 
un lado árbitro y regulador de los con­
flictos entre las oligarquías y las faccio­
nes políticas, y de otro, fuente de deses­
tabilización social gracias al continuo 
ejercicio de prácticas dictatoriales y au­
toritarias. 

La permanencia de los pueblos de 
la Real Audiencia de Quito en la Gran 
Colombia duró tan sólo ocho años. Su 
separación fue motivada por medidas 
adoptadas que estuvieron en contra de 
los intereses serranos. La sanción de 
medidas liberalizadoras del comercio; . 
la supresión de los vínculos, mayoraz­
gos y tributos indígenas; y el despojo de 
la antigua gobernación de Popayán que 
tradicionalmente había pertenecido al 
pueblo quiteño son algunos ejemplos. 

Tras la separación de la Gran Co­
lombia, se empezó a discutir el tipo de 
gobierno que debía implantarse, el terri­
torio que conformarían y el nombre del 
jefe de estado. Este proceso tuvo gran­
des inconvenientes debido a la caracte­
rística desun ión regional. Quito preten­
día instaurar un gobierno central fuerte­
mente cohesionado, mientras que Gua­
yaquil y Cuenca deseaban un gobierno 
casi federal entre provincias iguales y 
casi soberanas. Ninguno de ellos acep­
taba las pretensiones quiteñas de querer 
ser el eje organizador y de control de la 
naciente nación. Sin embargo, tras el 
miedo de que se produzca cualquier in­
tento conquistador por parte de Colom­

bia o Perú se llega al consenso de esta­
blecer en 1830 la República del Ecua­
dor conformada por los territorios de la 
antigua Real Audiencia de Quito, orga­
nizada políticamente bajo un gobierno 
central radicado en Quito y socialmen­
te bajo la distribución estamental exis­
tente en la época colonial. 

Al no haber un verdadero senti­
miento de unión de las distintas regio­
nes, la sustentación del gobierno central 
sería prácticamente una quimera. Esto 
refleja un hecho característico en el 
Ecuador que ha sido la fuente principal 
de todos los conflictos políticos y socia­
les producidos posteriormente: la au­
sencia de una unidad nacional real que 
dirija mancomunadamente los esfuer­
zos de las distintas regiones. 

Los 30 años siguientes se caracteri­
zaron por la presencia de disputas polí­
ticas y armadas que ocasionaron una 
fuerte inestabilidad social, llegando a su 
cenit en 1859 con la casi desaparición 
del Ecuador como Estado indepen­
diente. 

Pese a este estado de turbulencia 
social, en 1860, el Presidente García 
Moreno instaura en el Ecuador un go­
bierno fuertemente centralizado y cohe­
sionado, que logró disminuir sustancial­
mente la profunda fragmentación regio­
nal, recobrar la legitimidad del poder, 
mejorar la infraestructura estatal e inte­
grar definitivamente todos los territorios 
que conforman la nación. Su proyecto 
político se basó en principios y valores 
católicos, con medidas administrativas 
tendientes a disminuir la autonomía de 
los municipios y fortalecer el poder eje­
cutivo, y una campaña educativa (co­
mandada por la Iglesia) dirigida afundar 
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la unión a través de la religión. Gracias 
a ello, y ayudado de una Constitución 
elaborada a la medida de sus pretensio­
nes, pudo conseguirse la tan ansiada 
unidad nacional. 

Este hecho marcó un hito en la his­
toria nacional, porque a más de dar un 
definitivo golpe al regionalismo existen­
te, logra instaurar una forma de gobier­
no que permanecerá a lo largo de la his­
toria nacional. No obstante, su manu­
tención no ha sido fruto de ese senti­
miento de unidad logrado - que a la 
postre se diluiría -, sino más bien a otras 
dos razones fundamentales: la clara po­
lítica de interés de los gobiernos civiles 
(varios de ellos representantes de las oli­
garquías o facciones políticas) manifes­
tada tras las plétoras productivas del ca­
cao, industria textil, banano y petróleo 
principalmente; y la instauración de los 
gobiernos militares, tras una situación 
de crisis social. 

En el fondo la ausencia de un legí­
timo sentimiento de unidad nacional ha 
pesado mucho en el Ecuador, pues ha 
imposibilitado la realización de un pro­
yecto político a largo plazo y ha motiva­
do las constantes crisis políticas y socia­
les de la nación. Condiciones que a la 
larga han propiciado un mayor asenta­
miento de la pobreza y desigualdades 
sociales. 

Situación actual 

El sistema político ecuatoriano su­
fre una profunda crisis. Prácticas desho­
nestas y pérfidas decisiones han debili­

tado su legitimidad; conflictos internos, 
pugnas de poderes y acontecimientos 
exógenos han menoscabado su econo­
mía; y, la ausencia de mecanismos idó­
neos de atención a las demandas socia­
les han originado un ambiente de vio­
lencia social. Pese a ello, se espera que 
la comunidad política pueda encontrar 
una solución eficaz que ponga fin a sus 
continuas disputas y pueda establecer la 
tan deseada armonía institucional. 

Tras la instauración de la XVIII 
constitución (1998), el Ecuador no ha 
sabido concretar una estabilidad políti­
ca que permita la consolidación del sis­
tema. Así como también posibilite la 
atención equitativa de las demandas so­
ciales y permita la participación impar­
cial de la sociedad civil en las decisio­
nes cruciales para el país. Cada grupo 
político o movimiento social lucha por 
defender lo suyo, tratando de hacer pre­
valecer sus intereses, cayendo en mu­
chos de los casos en posturas dogmáti­
cas y siendo reacios a un diálogo recí­
proco entre las partes que provoque un 
consenso justo. 

Ves que el sistema democrático en 
el Ecuador adolece de un vacío sustan­
cial, pues la sociedad en general no ha 
asumido los valores y actitudes necesa­
rias que propicien su sustento. "La de­
mocracia en el Ecuador fue una inven­
ción radical de finales de 105 años 7(J'4 

Al haberse producido en un período de 
transición pacífico, con un antecedente 
económico solvente y como resultado 
de una decisión militar; la adopción de 

P. Andrade, "El imaginario democrático en el Ecuador", en F. Burbano de Lara (ed.), Anto­
logía: Democracia, gobernabilidad y cultura política, Quito, FLACSO, 2003, pág.384. 

4 



la Constitución se tradujo en una super­
posición interesada - y no un reempla­
zo verdadero - de valores y reglas de 
juego a una tradición política y social 
claramente definida. Fue un pacto de lí­
deres políticos, militares y sociales y no 
una solución crucial de la población pa­
ra salir de un estado de caos o desesta­
bilidad social. 

Esto provocó que los valores demo­
cráticos (como tolerancia, imparciali­
dad, igualdad, respeto, libertad, ete.) no 
queden instaurados en el corazón de los 
ecuatorianos, que las prácticas políticas 
tradicionales no fueran erradicadas y 
que no exista un consenso verdadero 
que legitime su adopción. Los ciudada­
nos nunca fueron conscientes del signi­
ficado que este cambio político produ­
cía, y los políticos tan sólo se preocupa­
ron de adecuar su c1ientelismo, autorita­
rismo y populismo a las nuevas reglas 
del juego. No hubo un esfuerzo manco­
munado del pueblo y el gobierno por 
sostener el sistema. 

Con esto no se quiere justificar las 
pretensiones de ciertos partidos políti­
cos, que en ese entonces, reclamaban 
una revolución militar como paso pre­
vio a la democracia, ya que ese cambio 
debía surgir de la propia sociedad, co­
mo necesidad de estabilidad y justicia. 

La fragilidad institucional se en­
cuentra reflejada principalmente en el 
débil estado de las instituciones públi­
cas, la pugna de poderes entre el Ejecu­
tivo y Legislativo y el debilitamiento de 
los partidos políticos. 

ECUADOR DEBATE / ANÁLISIS 229 

El debilitamiento de las institucio­
nes públicas ha sido un hecho que se ha 
ido produciendo de forma paulatina, 
fruto principalmente de la ausencia de 
una continua decisión política de forta­
lecer el sistema estatal y de los constan­
tes actos de corrupción cometidos por 
las autoridades públicas, que han ido 
desvirtuando gran cantidad de fondos 
públicos en beneficio propio. Los conti­
.nuos casos de malversación de fondos, 
la ineficiencia de las instituciones esta­
tales, el estado de atraso de varias po­
blaciones del Ecuador, etc., son algunos 
ejemplos de ello. 

La pugna de poderes entre el Ejecu­
tivo y el Legislativo ha estado presente 
desde los inicios, ejemplo de ello son 
los conflictos producidos en 1979 entre 
Jaime Roldós (Presidente del Ecuador) y 
Assad Bucaram (Presidente del Congre­
so Nacional); y que hoy en día es un su­
ceso "normal" que ocurre en la política 
ecuatoriana. Esto se debe principalmen­
te a la fragmentación institucional de los 
partidos políticos, al autoritarismo o in­
capacidad del ejecutivo para lograr 
consensos, a las rivalidades entre los lí­
deres de los partidos políticos y al pro­
tagonismo político. "La pugna de pode­
res hace de las instituciones y del orden 
político una fuente adicional de conflic­
to y corta los vínculos entre el régimen 
político y socieded'> 

Pese al desprestigio, irrespeto, in­
dignación que esto produce ante las mi­
radas de todos los ecuatorianos, no se 
ha tratado de buscar una solución, y 

F. Burbano de Lara y M. Rowland, "Conclusiones y recomendaciones generales", op.cít., 
pág. 164. 
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más bien se ha convertido en un conti­
nuo problema gubernamental. Así, es 
usual observar que el Congreso Nacio­
nal utilice los juicios políticos como ins­
trumento de rectificación de las políti­
cas públicas y no sólo de control del 
Ejecutivo; o el Ejecutivo, por su parte, 
utilice la conformación de su gabinete 
ministerial o, peor aún, recaiga en prác­
ticas corruptas para lograr consensos. 

Lo importante de esto es estar cons­
ciente de que la fortaleza y permanen­
cia de la democracia depende de su ca­
pacidad para identificar, procesar y so­
lucionar el conflicto dentro de los lími­
tes institucionales reconocidos y permi­
tidos y no utilizando medios ilegítimos 
que al final terminan desprestigiando a 
la comunidad política en general. Por su 
parte, los partidos políticos han perdido 
toda su legitimidad. 

"Tradicionalmente los partidos polí­
ticos - en tanto organizaciones - han 
consistido en la conformación de diver­
sos grupos aglutinados entorno a deter­
minadas personalidades antes que uni­
dos en base de consideraciones de tipo 
ideológico o doctrinel/": 

Sin embargo, en la XVIII Constitu­
ción los partidos políticos fueron conce­
bidos "como el eje de la representación 
política, como el único eslabón legítimo 
entre la sociedad y política'", "como es­
cuelas estatales y mediadores necesa­
rios de la demanda social'" 

De esta suerte, su justificación radi­
caba en que debían constituirse en el 

lugar en donde los ciudadanos podrían 
expresar y discutir todas sus demandas y 
necesidades, para ser plasmadas en po­
líticas sociales, y así, poder ser llevadas 
al gobierno para su posterior atención. 
Debían elaborar modelos de interven­
ción política y de estructura institucio­
nal opuestos a la forma partidista habi­
tual A la vez que servían de instrumen­
to de inserción de los ciudadanos en la 
vida política del país, convirtiéndose, 
de esta manera, en una verdadera insti­
tución de representación de los intere­
ses sociales. 

No obstante, esto no ha sucedido 
en el Ecuador, ya que los partidos polí­
ticos no cuentan con mecanismos ade­
cuados para el procesamiento de las de­
mandas sociales, no poseen canales 
propicios de representación, ni respon­
den a una ideología bien definida. Lo 
que les ha llevado tan sólo a atender los 
intereses de ciertos grupos sociales, su­
frir de una fragmentación partidaria, 
aceptar personas que refuercen sus inte­
reses y que les den cierta aceptación po­
pular (cayendo en la admisión de indi­
viduos con escasos conocimientos y ex­
periencia política), atender a discusio­
nes de sus líderes políticos y dejar la 
atención de problemas cruciales de la . 
sociedad, respondiendo tan sólo a sus 
deseos intensos de alcanzar el poder; es 
decir, a caer, de cierta forma, nueva­
mente en su concepción tradicional. 

Este mal accionar que sufren los 
partidos políticos se debe en buena me­

6	 A. Menéndez - Carrión, "La democracia en el Ecuador: desafíos, dilemas y perspectivas", 
op.cit., pág. 199. 

7	 F. Burbano de Lara y M. Rowland, op.cit., pág. 179. 
B	 L. Verdesoto, "Mestizaje y ciudadanía", op.cit., pág. 150 



dida al mismo sistema político, ya que 
lejos de corregir sus falencias y fortale­
cer su funcionamiento y mecanismos de 
representación, ha tratado de degradar 
su accionar político. Muestra de ello 
son los decretos aprobados por la Asam­
blea Nacional Constituyente de 1998, 
en la que se introdujeron las candidatu­
ras independientes y la votación uniper­
sonal, que lejos de del imitar su actua­
ción, ha traído la aparición de una serie 
de partidos fantasmas, complicando 
aún más la situación política de la na­
ción 

Junto a la fragilidad política e insti­
tucional se encuentra la persistente cri­
sis económica que sufre el Ecuador. Cri­
sis que ha sido producto del endeuda­
miento externo, de las políticas paterna­
listas y demagógicas, de la aplicación 
de políticas neoliberales erróneas, de 
los desastres naturales y acontecimien­
tos exógenos ocurridos, de las prácticas 
corruptas de los actores sociales y de la 
ausencia de acuerdos políticos. Crisis 
que llegó a su punto crítico en el gobier­
no de [arnil Mahuad y que ocasionó la 
instauración de la dolarización en el 
país. Este cambio ha generado que, en 
más de una ocasión, el gobierno se em­
pecine en cumplir los objetivos econó­
micos del Fondo Monetario Internacio­
nal (FMI), dejando a un lado la solución 
de los problemas sociales del país. 

En consecuencia, el gobierno ha si­
do conducido a un camino sin salida, 
ya que hoy en día no sólo debe preocu­
parse por propender la estabilidad del 
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régimen democrático, sino que también 
debe buscar soluciones a la crisis eco­
nómica heredada. Así ha buscado adop­
tar políticas que logren equilibrar am­
bos aspectos, sin embargo, en la prácti­
ca esto no ha sido posible, ya que el 
cumplimiento de un objetivo se lo con­
sigue a costa del deterioro del otro. 

Por último, está la cultura política 
predominante. Como fue mencionado 
.al inicio de este apartado, al no haber 
contado el régimen democrático con un 
pacto común desde su fundación, los 
valores y tradiciones que imperaban ini­
cialmente se han mantenido a lo largo 
de estos años. Al punto que es común 
observar discursos demagogos, actua­
ciones autoritarias, nepotismo de las au­
toridades públicas, favoritismo en la 
aplicación de ciertas leyes y reglas, ade­
cuación de las leyes a ciertas pretensio­
nes políticas, etc. Mermando de este 
modo la igualdad y el bienestar común 
de todos los ciudadanos: 

"La cultura política ecuatoriana 
prescinde del concepto de "igualdad 
ciudadana", propia del mito de la mo­
dernidad, en el momento de establecer 
relaciones de autoridad. Lejos de pro­
mover la igualdad, el juego político ar­
ticula, recrea y legitima las desigualda­
des societes/v 

En consecuencia, las correctas 
prácticas políticas dependen tanto del 
bienestar de las instituciones políticas, 
como de los valores que dirigen su ac­
cionar, ya que lo primero ayuda a con­
figurar un espacio que brinde las garan-

F. Burbano de Lara, "Democracia, cultura política y gobernabilidad -los estudios políticos 
en los años noventa-, op.cit., pág. 35. 
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tías necesarias para un adecuado ejerci­
cio de la política, y lo segundo asegura 
la estabilidad requerida para su perma­
nencia y desarrollo. 

Tras todo esto los ecuatorianos han 
quedado prácticamente desamparados. 
Esta situación ha traído variadas reac­
ciones. Por un lado está su aislamiento, 
impotencia y pérdida de interés en invo­
lucrarse en la vida política, debido prin­
cipalmente a las trabas que ésta impo­
ne. Pero por otro lado, ha generado un 
fuerte sentimiento de impaciencia, in­
dignación, odio y repudio a la clase po­
lítica, que ante la aparición de cualquier 
acto corrupto, se traduce en la realiza­
ción de protestas, movilizaciones o pa­
ros nacionales: 

"La sociedad ecuatoriana comienza 
a cuestionar a los partidos desde dos án­
gulos: las posiciones más tradicionales 
critican a los partidos como monopolios 
de acceso de poder y, de esta forma, la 
califican como instancias "naturales" de 
corrupción; y desde otro ángulo (.00) los 
movimientos sociales cuestionan la ca­
pacidad de resolución de los principales 
temas políticos por parte de los parti-. 
dos"!" 

En consecuencia, citando a Felipe 
Burbano Lara, se puede decir que: "En : 
el caso ecuatoriano, las relaciones entre 
el Estado y sociedad no están medidas 
por un reconocimiento universal de los 

derechos civiles y políticos de los ciuda­
danos, sino más bien por su vigencia se­
lectiva. No todos los sujetos políticos se 
han constituido como ciudadanos con 
derechos a ser ejercidos y reconocidos. 
Se podría decir, más bien, que la media­
ción ciudadana funciona para las clases 
altas, poseedoras de una cierta noción 
de igualdad entre ellas, pero no para las 
clases bajas. Las clases alias tienen el 
derecho, casi exclusivo, a participar en 
las decisiones políticas del Esteda'íí. 

El retorno de los intentos de autono­
mía l 2 

Tras la última crisis social, vuelve al 
debate político las propuestas tendien­
tes a sustituir el modelo de Estado cen­
tral por un régimen de autonomías. Su 
justificación radica principalmente en la 
obsolescencia, fracaso y perjuicio que 
el sistema de gobierno central ha causa­
do al Ecuador. Frase como: "el modelo 
real de administración centralizada del 
Estado ecuatoriano ha fracasado, afec­
tando a todas las provincias y cantones 
del Ecuador y obstaculizando el progre­
so y bienestar de los ecuatorlanos.vl ' da 
cuenta de ello. 

Ante tal afirmación cabría pregun­
tarse, ¿por qué ha fracasado el modelo 
de gobierno centralizado instaurado en 
la XVIII Constitución y mantenido hasta 

1O L. Verdesoto, op.cit, pág. 151. 
11 F. Burbano de l.ara, op.cit, pág. 36. 
12 Este apartado tiene su origen en el artículo "Descentralización: entre el servicio para la 

gente y el poder para las regiones", de F. Corral Burbano de Lara, 
13 Comisión designada de Alcaldes y Prefectos, Proyecto de Ley para el Ejercicio de las Au­

tonomies, pág. 2 



la actualidad?, ¿es realmente el poder 
central el maligno enemigo de tanta 
desgracia del país?, ¿es efectivamente el 
bienestar del país lo que persigue el pro­
yecto de ley o simplemente busca acen­
tuar aún más el poder político de la par­
tidocracia? 

El consenso alcanzado en 1978 pa­
ra establecer un gobierno centralizado 
giró alrededor de la riqueza producida 
por la explotación del petróleo. Al ver 
que el Ecuador experimentaba uno de 
los mayores auges económicos de su 
historia, nadie quería quedarse fuera de 
tal bendición. Todos deseaban disfrutar 
de tales beneficios y la única forma de 
lograrlo era a través de la institución de 
un Estado central que se encargara en 
satisfacer las demandas de todas las lo­
calidades. 

Poco a poco se fueron creando una 
serie de instituciones estatales encarga­
das de proveer asistencia sanitaria, edu­
cación, seguridad social, seguridad pú­
blica, etc. Varios gobiernos locales se 
fueron olvidando de esas funciones y 
gradualmente iban asignándolas al go­
bierno central, volviéndose más depen­
dientes de él. "Con el estado petrolero 
en auge, muchos municipios "abdica­
ron" de sus funciones en educación, 
servicios y obra pública y transfirieron 
insensible e interesadamente sus potes­
tades al cómodo destino del poder cen­
tral."!". Nadie hablaba de ineficacia e 
ineficiencia, todos estaban conformes, 
ya que había mucho dinero en el país 
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para repartir. Así poco a poco se fue 
construyendo una red de instituciones 
estatales con una administración 100% 
burocrática y dependiente del poder 
central. De esto se puede afirmar: el 
modelo de Estado central no fue algo 
impuesto a los políticos, sino que fue 
adoptado por su propia voluntad intere­
sada. 

Al ser el nuevo ordenamiento insti­
tucional un acuerdo por conveniencia 
de las elites políticas, incentivado por su 
política de interés, el caudillismo y re­
gionalismo dominante no pudo ser sutu­
rado y la visión de unidad nacional fue 
más bien una utopía que una verdadera 
realidad. "El Estado rico "solo suscitó" 
adhesiones por una curiosa ética del in­
terés.rl>. Así, varios gobiernos demo­
cráticos en lugar de fortalecer el sistema 
político, optaron por debilitarlo tanto 
institucional como económicamente, 
buscando siempre el bienestar de sus 
coidearios, grupos de poder y regiones. 
Poco a poco la riqueza generada por el 
petróleo se fue acabando y con ello la 
paz, el consenso y la cooperación polí­
tica. Corral B. (1999), es enfático en es­
tas ideas al expresar lo siguiente: 

"La caída del "Estado rico" (... ) nos de­
ja las incómodas herencias de munici­
pios dependientes y tributariamente inú­
tiles, de burocracias desocupadas y de 
instituciones insolventes. Nos deja la 
herencia de una ideología mercantilista 
y proteccionlsta de la que no pueden 
desprenderse muchos empresarios. Nos 

14	 F. Corral Burbano de Lara, "Descentralización: entre el servicio para la gente y el poder 
para las regiones", en Muñoz, Francisco ed., Descentralización, Quito, TRAMA50ClAL, 
, 999, pág. 75. 

'5	 F. Corral Burbano de l.ara, op.cit., pág. 78. 
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deja la herencia de un sindicalismo de­
saforado. Nos deja un modelo político 
electoral asentado en el caciquismo, el 
populismo y el facilismo electoral. Y nos 
deja, claro, esa "cultúra de la culpa aje­
na" que induce a buscar los responsa­
bles de nuestras tragedias siempre en el 
"otro". Y el "otro" es, en cierta forma, el 
difuso y nunca bien definido "centralis­
mo", que se ha transformado en la excu­
sa y en la explicación de cuanta desgra­
cia ocurre y de cuanto disparate hace­
mos en Quila y en las provincias, en la 
Sierra y en la Costa." 16 

El mencionado autor, en el artículo 
citado, acentúa que: "El empobreci­
miento del Estado nos dejó con munici­
pios sin rentas propias, sin estructuras 
modernas de recaudación, y lo que es 
peor, sin compromisos de dar y pagar 
para recibir a cambio de prestaciones y 
servicios de calidad."17 

Con esto se puede concluir que los 
problemas económicos y políticos que 
sufren hoy en día varios gobiernos loca­
les no es fruto del Estado centralista, si­
no del mal accionar político, que en lu­
gar de asumir con responsabilidad el es­
tablecimiento de los medios necesarios 
para aprovechar la riqueza que experi­
mentaba la nación a favor de sus res­
pectivas comunidades (en el caso de los 
Municipios), se concentraron tan sólo 
en depender del gobierno central. Afir­
mar que la burocracia y el centralismo 
son los causantes tanto de la pobreza e 
inequidad social existente como de la 
impotencia de los gobiernos locales en 

16 Ibíd.
 
17 F. Corral Burbano de Lara, op.cít., pág. 79.
 

ser gestores de bienestar de sus respec­
tivas comunidades, corresponde a visio­
nes y racionalidades estrechas. 

Tal como se ha dicho, el centralis­
mo nace de la necesidad de unificar una 
nación tan dividida por las influencias 
de los grupos de poder que buscaban el 
fraccionamiento del país para acentuar 
su poderío regional. Además, fue acep­
tada como forma organizacional del po­
der gracias a la "ética del interés" de las 
elites políticas. La pobreza e inequidad 
en si no es fruto del poder central, sino 
de los actos corruptos de esos grupos de 
poder. Que lejos de utilizar los recursos 
económicos de una forma prudente, co­
herente y organizada, lo usaron como 
un instrumento demagógico para incre­

.mentar su populismo y caciquismo, y 
peor aún, para acrecentar sus fortunas. 
Buscaron tan sólo su beneficio egoísta, 
desatendiendo a los intereses del con­
junto de la sociedad. 

No obstante, si bien es cierto que la 
centralidad en el poder y la burocracia 
hoy en día hace lento la asignación de 
fondos públicos para la realización de 
obras necesarias para la comunidad, 
¿por qué se. preocupan ahora de ese 
problema y no lo evitaron antes, cuan­
do el Ecuador estaba en todo su apogeo 
económico?, ¿por qué no desarrollaron 
(en el caso de los municipios) nuevas 
formas de obtención de recursos para 
no depender del estado?, ¿por qué deja­
ron de ser autosuficientes? Si se respon­
den estas preguntas se podrá ver que 
quienes aducen que el poder central y 
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la burocracia es la causante de las desi­
gualdades en la sociedad, forman parte 
de aquellos grupos responsables de esta 
realidad. 

No cabe la afirmación de que la po­
breza es el fruto del poder central y de 
la burocracia existente, se debe decir 
que es el resultado de la incapacidad, 
demagogia, c1ientelismo y corrupción 
de los políticos que existen en el Ecua­
dor y que gracias a esas prácticas se ha 
llegado a una situación crítica. 

"La actual organización centralista 
del Estado no es la única responsable de 
que estas condiciones de desarrollo hu­
mano no se hayan cumplido satisfacto­
riamente. Argumentar en esa dirección, 
como lo hacen algunos sectores, es 
ocultar la estructura social y económica 
no equitativa del país y por tanto esgri­
mir argumentos orientados a la protec­
ción de los privilegios y a la posterga­
ción de las medidas de corrección del 
modelo de desarrollo predominante y 
de la estructura - altamente concentra­
dora - del poder polttico:" 8 

Prácticas que todavía permanecen 
y que tratan de buscar nuevas formas 
para lograr su permanente afianza­
miento. 

Asimismo, alegar que el poder cen­
tral es el que ha impedido que los ciu­
dadanos puedan intervenir activamente 
en la vida política es divergir los he­
chos, ya que eso más bien se debe a la 
incompetencia de los partidos políticos. 
Como se dijo anteriormente, la XVIII 
Constitución fortalecí a los partidos po­
líticos con la finalidad de ser el punto 

de encuentro y participación ciudadana 
para el planteamiento y discusión de los 
problemas trascendentales de su socie­
dad, pero dado su débil institucionaliza­
ción y la ausencia de valores democrá­
ticos, ha hecho imposible la práctica de 
tales objetivos. 

Pero ahora cuando el país está to­
talmente endeudado, cuando los ingre­
sos nacionales no alcanzan para solven­
tar los gastos públicos y donde se hace 
fundamental mantener la democracia y 
afianzar la unidad nacional en la diver­
sidad, se plantea como solución llevar a 
cabo un proceso de autonomías. 

Pretensión que sería válida, confia­
ble y aceptable si no hubiera el antece­
dente desastroso de las actuaciones co­
rruptas de la partidocracia (ID, PSC e 
ID) - los dos primeros son los principa­
les proponentes de la instauración del 
régimen autonómico -, si no hubiera ar­
gumentaciones de que lo que realmente 
existe son pretensiones partidistas o eli­
tistas de perpetuar su poder político y 
protagonismo social y si no existiera un 
marco jurídico y constitucional que ya 
fomenta la descentralización del poder. 

Al hablar de las pretensiones regio­
nalistas, autonomistas o descentra/istas 
en 1999, Fabián Corral B. enfatizaba 
que dichas propuestas sólo entrañaban 
una necesidad de acentuar el caudillis­
mo o caciquismo de los partidos políti­
cos predominantes en ese momento - y 
que en la actualidad se mantienen -: 

"EI debate exige transparencia. Por 
eso es oportuno y urgente que el proce­
so de descentralización se discuta, sin 

18 M. Carvajal, "La descentralización y la necesidad de un nuevo ordenamiento territorial", 
op.cit., pág. 45 
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ambages ni máscaras, como lo que es: 
una corriente de opinión de élites que 
aspiran a ejercer poderes estatales des­
de sus respectivas regiones, en forma 
autónoma respecto del gobierno cen­
tral"!? 

El marco jurídico preponderante 
que fomenta la descentralización del 
poder está representado por la Ley Espe­
cial de Distribución del 15% del Presu­
puesto del Gobierno Central para los 
Gobiernos Secciona les, la Ley de Des­
centralización y Participación Social y 
los arto 224, 225, 226, 228 Y 231 de la 
Constitución. 

La primera ley obliga al gobierno 
central a distribuir el 15% de su presu­
puesto entre los gobiernos seccionales 
autónomos, sobre la base de planes de 
inversión tanto municipal como provin­
cial. Su objetivo es fortalecer la econo­
mía de los municipios y los consejos 
provinciales. De tal forma que los pri­
meros participen del 70% de la asigna­
ción correspondiente y los segundos se 
beneficien del 30%. Dichas cantidades 
se distribuirán en proporción a las nece­
sidades básicas insatisfechas de cada 
cantón o provincia, a la superficie terri­
torial yen partes iguales. Además la ley 
dispone que los municipios y consejos 
provinciales aprueben autónomamente 
sus planes de inversión, sin la interven­
ción de ningún otro organismo o autori­
dad del ejecutivo. 

La Ley de Descentralización del Es­
tado y Participación Social se la creó 
con el objetivo de impulsar tanto la eje­
cución de la descentralización y des­

19 F. Corral Burbano de Lara, op.cit, pág. 71. 

concentración administrativa y financie­
ra .del Estado como la participación so­
cial en la gestión pública. Como finali­
dades principales de esta ley se encuen­
tra: 

"Lograr equidad en la participación 
y distribución de los recursos financie­
ros, materiales y tecnológicos de origen 
nacional y extranjero del Estado y espe­
cialmente de la Función Ejecutiva hacia 
los gobiernos secciona les autónomos, 
organismos de desarrollo regional y or­
ganismos seccionales dependientes, 
contribuyendo así a la eficiencia en la 
prestación de servicios públicos en fa­
vor de la comunidad; 

Incentivar las iniciativas y fortalecer 
las capacidades locales para consolidar 
una gestión autónoma eficiente, entre 
otros medios, a través de la planifica­
ción y prestación adecuada de servicios 
públicos a la comunidad respectiva; 

Definir las relaciones y responsabi­
lidades entre la Función Ejecutiva y los 
Gobiernos Secciona les Autónomos, en 
cuanto a las áreas de servicio a la comu­
nidad, a fin de optimizar la utilización 
de los recursos y servicios, y evitar la su­
perposición de funciones; 

Fomentar y ampliar la participación 
social en la gestión pública así como 
promover la autogestión de las fuerzas 
sociales comunitarias; 

Transformar integralmente la orga­
nización administrativa y financiera del 
Estado y de las instituciones del sector 
público; así como redistribuir con justi­
cia sus servicios y recursos financieros, 
materiales y tecnológicos de origen na­
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cional y extranjero, a efectos de incre­
mentar los niveles de eficacia, agilidad 
y productividad en la administración de 
las funciones a su cargo; y 

Fortalecer prioritariamente a las 
instituciones del régimen seccional au­
tónomo, a través de la transferencia de­
finitiva de funciones, facultades, atribu­
ciones, responsabilidades y recursos 
que les permitan satisfacer de manera 
próxima y eficiente las demandas de la 
comunidad, sobre todo en la prestación 
de servicios públicos'<". 

Ambas leyes han fortalecido la par­
ticipación de los municipios al delegar­
le una serie de competencias en lo refe­
rente a los servicios sanitarios, la seguri­
dad social, las obras públicas, el medio 
ambiente, etc., para que sean los encar­
gados de gestionar el desarrollo econó­
mico y social de sus ciudadanos. 

Los artículos de la Constitución 
mencionados anteriormente están diri­
gidos a: Mantener el carácter indivisible 
del Ecuador; Reconocer la diversidad 
étnica del país; Fortalecer la participa­
ción ciudadana en el desarrollo de sus 
comunidades; Obligar al estado la 
transferencia progresiva de las funcio­
nes, competencias, responsabilidades y 
recursos a las entidades seccionales au­
tónomas o de carácter regional; Oes­
concentrar las atribuciones del poder 
central; Enfatizar como competencias 
propias del estado la defensa y seguri­
dad nacional, la dirección de la política 
exterior y relaciones internacionales, la 
política económica y tributaria del esta­
do, la gestión de endeudamiento exter­

no; Asegurar que toda transferencia de 
competencia esté respaldada con la 
transferencia de recursos equivalentes; 
y Permitir la autonomía de los gobiernos 
secciona les para dictar ordenanzas, 
crear, modificar y suprimir tasas y con­
tribuciones especiales de mejora, y ge­
nerar sus propios recursos financieros y 
participar de las rentas del Estado, de 
conformidad con los principios de soli­
daridad y equidad. 

En consecuencia, las sospechas ­
que en 1999 aparecían - de que las pro­
puestas tendientes a incentivar la auto­
nomía de los organismos seccionales se 
enfocan principalmente a incentivar su 
autonomía política, es decir, a acentuar 
aún más su poder político; son válidas 
en la actualidad. 

"Las propuestas de descentraliza­
ción que, (.. .), se están discutiendo en 
el país, entrañan, sin duda, un problema 
de poder político. El regionalismo es un 
tema de poder y no es, exclusivamente, 
un asunto originado en la caducidad o 
en el deterioro del servicio público, en 
la burocratización del Estado o en la 
inequidad en el reparto de las rentas 
municipeles'V' 

y esto es así porque actualmente 
los gobiernos seccionales gozan de ple­
na autonomía administrativa, legislativa 
y financiera. Lo único que les faltaría es 
consumar su autonomía política. 

En ese sentido ciertamente va enca­
minado el Proyecto de Ley para el Ejer­
cicio de las Autonomías elaborado por 
varios alcaldes y prefectos del país, pues 
su propuesta descansa en declarar "de 

20 Ley de Descentralización del Estado y Participación Social, arto 4 
21 F.Corral Burbano de Lara, Ibíd. 
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competencia exclusiva y excluyente de 
cada Gobierno Autónomo la potestad 
de expedir (... ) "su Estatuto Autonómi­
co, que contendrá las normas de su es­
tructura, organización, procedimientos, 
régimen de personal y remuneracio­
nes"22 y remitirse simplemente a su 
cumplimiento, evitando la intromisión 
del Estado en esos asuntos. 

Así la proposición de "instaurar un 
nuevo modelo de división política ad­
ministrativa del Estado" se lo podría 
concebir como un eufemismo de "im­
plantar un nuevo modelo de distribu­
ción territorial del poder acorde a las 
pretensiones partidistas o el itistas de 
perpetuar su poder político y protago­
nismo social". 

Tratar de incentivar políticas, medi­
das o propuestas que busquen este tipo 
de autonomismo prácticamente conlle­
varían a la división del país, ya que in­
centivarían a los regionalismos existen­
tes al pugnar por su independencia, so­
beranía y protagonismo. Situación que 
no se soluciona sólo con campañas co­
mo "Mi nombre es Guayaquil y mi ape­
llido es Ecuador", pues el sentimiento 
regionalista está impreso en lo profundo 
de los ecuatorianos. Así lo real sería de­
cir "Soy antes guayaquileño que ecuato­
riano". 

Para sustentar aún más dicha afir­
mación se analizará detalladamente la 
evolución del Estado Autónomo en Es­
paña, lo cual ejemplifica algunas de las 
consecuencias negativas que significa­
ría para el Ecuador la implantación de 
este esquema de gobierno. 

El proceso autonómico en España 

El Estado Autónomo tiene como ob­
jetivo prioritario la descentralización y 
el reconocimiento del autogobierno de 
las regiones históricas de España. Este 
nuevo modelo ha procurado desmante­
lar el Estado fuertemente centralizado 
del régimen político anterior y servir de 
instrumento para canalizar las históricas 
aspiraciones de autogobierno de las Co­
munidades de Cataluña y el País Vasco, 
principalmente, y tratar de solucionar el 
problema de separatismo existente. 

Evolución. Comunidades autónomas 

Aprobada la Constitución Española 
(CE) se inicia el proceso de instituciona­
lización de las Comunidades Autóno­
mas, con el propósito de lograr la confi­
guración de su autonomía política y de 
desarrollar el principio de descentrali­
zación territorial del poder. Fue un pro­
ceso en donde el Tribunal Constitucio­
nal ocupó un lugar preponderante, ya 
que tuvo la responsabilidad de fijar las 
directrices del desarrollo autonómico y 
de la articulación competencial, y los lí­
mites de las relaciones institucionales 
entre el Estado y las Comunidades Autó­
nomas. Conjuntamente a este esfuerzo, 
el legislador estatal sancionó una serie 
de leyes que ayudaron en el cumpli­
miento de estas finalidades. 

En respuesta a esta labor, el legisla­
dor autonómico desplegó un intenso 
trabajo legislativo dirigido, en primer lu­
gar, a la regulación y articulación de sus 

22 Comisión designada de Alcaldes y Prefectos, Proyecto de Ley para el Ejercicio de las Au­
tonomías, arto 3. 
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instituciones de autogobierno y, en se­
gundo lugar, a aquellos ámbitos mate­
riales que cada comunidad autónoma 
considerara prioritarios para su desarro­
llo autonómico (agricultura, industria, 
pesca, etc.), 

Durante los años 1988 y 1989 
(cumplidos los 5 años previstos en el arto 
148.2 de la CE), diez Comunidades 
arremetieron con un conjunto de inicia­
tivas políticas y legislativas para equipa­
rar su techo competencial a las vigentes 
en las Comunidades Históricas (Catalu­
ña, Galicia y País Vasco). Así, el 28 de 
febrero de 1992 el Gobierno estatal y 
los dos partidos mayoritarios - Partido 
Socialista Obrero Español (PSOE) y Par­
tido Popular (PP) - firmaron los acuer­
dos autonómicos necesarios para satis­
facer las demandas formuladas y tratar 
de dar seguridad jurídica y estabilidad 
política al Estado de las Autonomías. 

El paso dado fue trascendental, 
pues se había renunciado al principio 
dispositivo de un modelo autonómico 
abierto y diverso en aras a la equipara­
ción competencia!. No obstante, no tu­
vo el carácter de definitivo debido, en 
primer lugar, a que varias Comunidades 
Autónomas (Aragón, Canarias, Galicia, 
etc.) continuaron reformando sus Estatu­
tos y, en segundo lugar, al aparecimien­
to de demandas de reivindicación en 
materias de financiación, cultura, pluri­
lingüismo, etc., por parte de las Comu­
nidades Históricas, en defensa de sus 
hechos diferenciales. 

De esta forma el proceso lejos de 
llegar a su consumación, se ha manteni­
do en un estado de permanente cons­
trucción. 

Administración local 

Luego de ser aprobada la Comuni­
dad Europea -CE-, la administración lo­
cal tuvo que esperar cerca de 7 años pa­
ra que el legislador estatal considere su 
garantía institucional y su carácter de­
mocrático y representativo y, además, 
adjudique los suficientes recursos finan­
cieros para el desempeño de las funcio­
nes encomendadas. Esto se debió, entre 
otras cosas, al protagonismo que asu­
mió el proceso autonómico, la comple­
jidad de los entes locales y la tradicio­
nal nimiedad de la administración local 
para el Estado. 

En ese lapso de tiempo, las Comu­
nidades Autónomas iban estableciendo 
su posición referente a la Administra­
ción Local y a su interacción con la 
nueva forma organizativa: 

"El vacío legislativo correspondien­
te a 7 años de historia local fue paliado 
por las prescripciones estatutarias de las 
Comunidades Autónomas y colmado, 
en la medida de lo posible, por la juris­
prudencia constitucional con el apoyo 
inestimable de la doctrina científica."23 

Las posturas que surgieron fueron 
principalmente dos: considerar al régi­
men local como un asunto dependiente 
del legislador autonómico o tratar de 

23	 J.Cólera, "Relaciones institucionales entreel Estado, lasComunidades Autónomas y la Ad­
ministración Local", en Pau I Vall, francesc, ed., El Futuro del Estado Autonómico,VII Jor­
nadas de la Asociación Española de Letrados de Parlamentos, Navarra, Aranzadi, 2001, 
pág. 94. 
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aminorar sus competencias. Posiciones 
que incentivaron al Tribunal Constitu­
cional a sancionar varias sentencias eje­
cutorias dirigidas a defender el espacio 
jurídico de las entidades locales y a es­
tablecer sus límites y contenido míni­
mo. y así poder contrarrestar y suprimir 
cualquier control que no sea jurisdic­
cional. 

Sin embargo, el esfuerzo realizado 
no era suficiente. Se necesitaba el dicta­
men de una ley estatal que desarrolle el 
régimen local como un ordenamiento 
institucional centrado en la organiza­
ción y funcionamiento de la Administra­
ción Local, que incentive la sanción de 
una serie de leyes sectoriales, estatales y 
autonómicas que asignen competencias 
concretas a los entes locales. De esta 
forma nace la Ley Reguladora de Bases 
de Régimen Local (LBRL), como meca­
nismo idóneo para satisfacer esa de­
manda, abriéndose, así, el camino para 
el desarrollo de la normativa local, tan­
to a nivel estatal como autonómica. Se­
guidamente, como era de esperarse, se 
establecieron una serie de decretos esta­
tales y leyes autonómicas que gradual­
mente iban configurando la legislación 
local española. 

Pese a ello, el proceso de descen­
tralización local no caminó convenien­
temente, debido, en primer lugar, a que 
el Estado retuvo un conjunto de compe­
tencias transferibles para asegurar una 
postura intervencionista en diversos 
sectores y servicios (como por ejemplo 
en actividades de fomento, turismo, 
transporte, etc.): y, en segundo lugar, a 
que las Comunidades Autónomas no 
delegaron parte de sus competencias 
ejecutivas para no perder el control in­
mediato de su ejercicio. 

En 1993, se produjo un movimien­
to reivindicatorio local, liderado por la 
Federación Española de Municipios y 
Provincias (FEMP), con la finalidad tan­
to de incrementar las competencias y 
recursos financieros de las entidades lo­
cales como de fortalecer su gobierno. 
Su reclamo se basó en que se le otorgue 
a la Administración Local el puesto que 
la CE establece para poder satisfacer 
convenidamente las necesidades de sus 
ciudadanos. Para lo cual notificaron, en 
primer lugar, la obligación de realizar 
una auditoría de la LRBL y de la legisla­
ción de las comunidades autónomas pa­
ra ver si realmente se cumple el princi­
pio de autonomía establecido en la CE; 
y, en segundo lugar, efectuar un pacto 
de Estado que concrete la transferencia 
de las competencias estatales y autonó­
micas que deben residir en las corpora­
ciones locales. 

Tras este requerimiento, el Gobier­
no emprende la labor de reforzar la po­
sición institucional de la Administración 
Local y de redefinir su perímetro com­
petencial. 

Una vez iniciado el diálogo se em­
pieza el proceso para establecer un con­
senso que pueda llevar a la conclusión 
del Pacto de Estado. En un principio el 
FEMP propone al Gobierno un docu­
mento llamado "Bases para el pacto lo­
cal" para su estudio y rectificación. El 
Gobierno toma dicha propuesta, la estu­
dia y, seguidamente, elabora un nuevo 
documento titulado "Bases para la ne­
gociación del acuerdo para el desarrollo 
del Gobierno Local", para ser remitido 
al FEMP y a los partidos políticos con re­
presentación parlamentaria para su es­
tudio y modificación. Así tras una serie 
de reuniones con representantes del 



FEMP, con responsables de los Ministe­
rios afectados, con los partidos políticos 
de representación parlamentaria, cate­
dráticos y expertos en materia local, se 
llega a la elaboración y aprobación de 
un documento definitivo llamado "Me­
didas para el desarrollo del Gobierno 
Local". 

Tras la aprobación del documento, 
los participantes de las negociaciones 
eran conscientes de que el Pacto Local 
no serviría de nada si no existe una par­
ticipación activa del Estado y de las Co­
munidades Autónomas en su realiza­
ción, ya que de las 92 propuestas de 
descentralización solicitadas por el 
FEMP, 32 involucraban el ámbito com­
petencial del Estado y 60 dependían de 
las Comunidades Autónomas. 

El Estado ha cumplido con su parte. 
del trato, al aprobar la totalidad de las 
propuestas pedidas. Pero las Comunida­
des Autónomas no lo han hecho, vésto 
no por falta de materias susceptibles de 
descentralización o de instrumentos ju­
rídicos suficientes, sino por la escasa 
voluntad política existente a la hora de 
atribuir competencias a los entes lo­
cales. 

En ese sentido se encuentra actual­
mente el problema de administración 
local, en tratar de impulsarla voluntad 
política de las Comunidades Autónomas 
para que cumplan los correspondientes 
pactos locales autonómicos y, además, 
de vigorizar sus recursos financieros y 

. personal técnico para su atención. 
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Situación actual 

Al iniciar este apartado se hace im­
prescindible considerar las palabras del 
Informe de las Comunidades Autóno­
mas de 1999 para reflejar que la meta 
de conseguir una descentralización del 
estado que logre una mayor democrati­
zación y participación en la administra­
ción pública ha sido superada en parte 
por España. Dicho informe declara: 

"Con el transcurrir de los años pue­
de afirmarse que el reparto de funciones 
entre el Estado y las Comunidades Autó­
nomas va adquiriendo unas pautas ge­
nerales cada vez más definidas. Mien­
tras el Estado mantiene la competencia 
sobre las grandes leyes vertebradoras 
del sistema (legislación mercantil, admi­
nistrativa, laboral y penal) y las grandes 
decisiones en todo lo relativo a la inter­
vención económica (entendido este 
concepto en su sentido más amplio), las 
Comunidades Autónomas refuerzan su 
protagonismo en lo que afecta a la orga­
nización territorial, ordenación del terri­
torio y urbanismo, ordenación de algu­
nas actividades económicas de interés 
general (farmacia, turismo) y regulación 
de los servicios personales (educativas, 
y las Comunidades Autónomas tratan de 
mantener o recuperar poder a través de 
leyes organizativas como son las de las 
Cajas de Ahorros). Mientras sigue faltan­
do la forma de articular la intervención 
de las Comunidades Autónomas en las 
grandes decisiones económicas que las 
afectan de modo directo (el caso de la 

24 J. Cólera, op.cit., pág. 101. 
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planificación y construcción de grandes 
infraestructuras es un claro ejemplo)"24 

Esto se debe principalmente al pro­
tagonismo de las Comunidades Autóno­
mas. Ellas han asumido una serie de 
competencias - normativas o adminis­
trativas - sobre.diferentes materias (co­
mo por ejemplo agricultura y ganadería, 
transporte, pesca, turismo, propiedad 
intelectual, etc.), que han facilitado un 
mejor desempeño en el manejo de los 
recursos y su desarrollo; pero que a la 
vez ha quitado la oportunidad a que 
instancias de nivel inferior, como los 
municipios y provincias, participen ple­
namente de este proceso para atender 
directamente las necesidades de sus 
conciudadanos. Prueba de esto es la no 
consumación del Pacto Local y el conti­
nuo alargue que se le da al asunto. 

Por otro lado, decir que el Estado 
Autonómico ha logrado solucionar los 
fuertes sentimientos divisionistas de Ca­
taluña y el .País Vasco, sería caer en una 
falacia. Quizá en un principio pudieron 
ser apaciguados, gracias a que la CE les 
otorgó ciertas facilidades para que pue­
dan asumir de forma inmediata el máxi­
mo techo competencial posible. Pero 
que al pasar los años e ir desaparecien­
do las diferencias competenciales ini­
ciales, los sentimientos separatistas han 
vuelto a surgir y, lo que es peor, paulati­
namente han ido penetrando en el resto 
de las Comunidades Autónomas. En 
consecuencia, nuevamente las inclina­

ciones divisionistas pasan a ser el tetón 
de fondo del gobierno autonómico. 

Este resurgimiento, en cierta medi­
da, ha sido provocado por el exceso del 
poder legislativo atribuido a las Comu­
nidades Autónomas. Ya que al haber re­
mitido la definición del ámbito compe­
tencial propio a lo que determinan sus 
respectivos Estatutos, así como el régi­
men de la reforma de tales Estatutos a Jo 
que también estos mismos puedan esta­
blecer, han trasladado la definición, el 
alcance y la iniciativa a la decisión de 
cada una de las Comunidades Autóno­
mas, fortaleciendo en demasía su poder 
político. En consecuencia, el exceso del 
poder político, ha engendrado un am­
plio y complejo entramado normativo, 
caracterizado por 17 leyes autonómicas 
dispares que han generado una serie de 
disfunciones y dificultades para lograr 
su armonización. 

Como ejemplo del debilitamiento 
de la unidad nacional y de las ansias de 
las Comunidades Autónomas por obte­
ner una mayor capacidad competencial 
se puede citar lo sucedido en el derecho 
urbanístico y el derecho lingütstíco->. 

Si bien es cierto que ahora las Co­
munidades Autónomas han reforzado su 
protagonismo en lo que afecta a la orga­
nización territorial, ordenación del terri­
torio y urbanismo, dicho aspecto ha 
conducido a la realización de varias in­
vestigaciones críticas, ya que en cierto, 
sentido fomenta la pérdida de unidad 

25	 Vid. J. Souvirón, "El Futuro del Estado de las Autonomías: Balance y Perspectivas", Pri­
mera Parte, Balance y futuro del Estado Autonómico, vol. 111, Realidad y perspectivas de 
la organización territorial del estado, Granada, COMARES, 2000, págs. 53 - 57, 70 - 76, 
85 - 93. 
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territorial de España. El dilema aparece 
con la aprobación de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional (STC) 61/1997 y 
la posterior Ley de Régimen del Suelo y 
Valoración, ya que impide al Estado 
cualquier intento de intervención suple­
torio en el tema de organización territo­
rial y urbanismo. La STC 61/1997 esta­
blece que: 

"El Estado no puede elaborar nue­
vas norm~s supletorias cuando la com­
petencia corresponda ya a todas las Co­
munidades Autónomas, ni por ende (al 
carecer de esa competencia normativa 
con finalidad supletoria de la autonómi­
ca) derogar la normativa estatal vigente 
- que, ésta sí, tendrá carácter supletorio 
- en el momento de la entrada en vigor 
de los Estatutos mediante los cuales se 
hubiera ya generalizado a todas las Co- . 
munidades Autónomas tales competen­
cias" 

Así, hoy en día se puede hablar de 
España como un país sin territorio, co­
mo un conjunto de pueblos con plena 
autonomía territorial en donde las leyes 
estatales tienen nula incidencia. Así lo 
dan cuenta las siguientes afirmaciones: 

"El legislador español no ha sabido 
o, quizá, podido, tras la rechazable STC 
61/1997, definir un mareo de referencia 
conceptual - eh el cual la propiedad es 
un factor más, y quizá no el esencial ­
que permita seguir sosteniendo la uni­
dad del ordenamiento urbanístico y la 
acción territorial, en su más amplio sen­

. tido, en nuestro país"26 

"Simple y brutal desapoderamiento 
del Estado en esta materia que la Sen­
tencia del Tribunal Constitucional ha 
venido a certificar con el que España se 
ha convertido en Estado sin territorio 
(... ) El Tribunal Constitucional ha perdi­
do - y nos ha hecho perder a todos, que 
es lo peor - una oportunidad única de 
introducir un mínimo de racionalidad 
en medio de la locura en la que la lógi­
ca reivindicativa del Estado de Autono­
mías nos ha hecho caer a todos sin be­
neficio para nadie."27 

La unidad lingüística en España 
ciertamente ha sido debilitada. Tanto en 
la función pública como en la educa­
ción se ha podido apreciar varios casos 
de discriminación. En el primer caso, la 
pendencia aparece con la STC 82/ 84, 
en donde se sanciona que: "El Tribunal 
Constitucional permite que la utiliza­
ción de una y otra lengua por cualquie­
ra de los poderes públicos en ellos radi­
cados (independientemente del carácter 
estatal, autonómico o loca/) tenga en 
principio la misma validez jurídica, 
aunque la posibilidad de usar sólo una 
de ellas en vez de ambas a la vez y de 
usarlas indistintamente, aparece condi­
cionada, en sus relaciones con los parti­
culares por los derechos que la Consti­
tución y los Estatutos atribuyen." 

Esto ha producido que la cooficiali­
dad de la lengua autonómica, genere 
cierta discriminación en la posibilidad 
de acceso a un puesto público, pues el 
conocimiento de la lengua autonómica 

26 Vera citado en J. Souvirón, op.cit., pág. 54 
27 Fernández citado en J. Souvirón, op.cit.. pág. 56. 
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en lugar de ser un mérito o un concreto 
requisito de capacidad, se ha converti­
do en una-exigencia generalizada en 
aquellas Comunidades en donde predo­
mine esta lengua al castellano. 

En el segundo caso, el desacato a la 
unidad lingüística se ha podido apreciar 
en los distintos casos de discriminación 
difundidos públicamente. Por un lado, 
están las actitudes de ciertas institucio­
nes educativas, que lejos de mantener 
un equilibrio entre el uso del castellano 
y su respectiva lengua autonómica, han 
optado por priorizar el uso de la segun­
da; y por otro, la serie de campañas 
ocurridas en contra del uso del castella­
no, han profundizado este problema. 
Así por ejemplo, en Cataluña se ha vis­
to que "el alumno es discriminado en 
clase, el profesor explica en catalán y, si 
el niño no lo entiende, se le repite en 
castellano durante el recreo, ridiculi ­
zándole delante de sus cornpañeros'<". 
En cambio, en el País Vasco se ha efec­
tuado campañas a favor de la supresión 
del modelo de enseñanza que utiliza el 
castellano como idioma principal y el 
euskera como el secundario, llegando a 
calificar de "analfabetos" a los niños y 
jóvenes que cursan sus estudios en es­
pañol y a dificultar su curso en los cen­
tros púbtícos.c? 

Así se puede observar que los dos 
principales objetivos del Estado Autonó­
mico no han podido cumplirse comple­
tamente en todo este trayecto. Siendo 
característico la desunión, la falta de 

cooperaclon y armonización entre las 
Comunidades Autónomas. 

Hoy en día se trata de solucionar el 
telón de fondo subyacente en el régi­
men autonómico, que valiéndose del 
carácter impreciso y abierto de la CE, ha 
ido afianzándose lentamente. Las solu­
ciones giran principalmente en base a 
dos tendencias. De un lado, están aque­
llas propuestas, que partiendo de las 
particularidades y diferencias indiscuti­
bles de las nacionalidades, abogan por 
su secesión y soberanía, pero que en la 
práctica goza de múltiples dificultades 
porque su legitimidad subyace en el 
pueblo español y no tan sólo de los ciu­
dadanos de las Comunidades que pro­
ponen tal opción. 

De otro lado están aquellas pro­
puestas que se enfocan en crear una 
participación solidaria, equitativa y 
cooperativa tanto entre las Comunida­
des Autónomas como en la formación 
de la voluntad del Estado. Su orienta­
ción va principalmente hacia dos obje­
tivos: en primer lugar, reformar al Sena­
do para hacer de él una verdadera Cá­
mara Territorial, en el que se pueda de­
batir y 'consensuar apropiadamente las 
cuestiones que afectan a las Comunida­
des Autónomas y aprobar leyes o tomar 
decisiones que afecten la articulación 
territorial y el sistema de competencias 
(eliminando así su subordinación con la 
Cámara de Diputados); yen segundo lu­
gar establecer mecanismos de coopera­
ción intergubernamentafes que logre 

28 Vid. El Mundo, 1.3.1999, pág. 9 
29	 J. Souvirón, "El Futuro del Estado de las Autonomías: Balance y Perspectivas", Primera 

Parte, Balance y futuro del Estado Autonómico, vol. 111, Realidad y perspectivas de la or­
ganización territorial del estado, pág. 74 



mejorar el bajo rendimiento alcanzado 
hasta hoy tanto por las conferencias sec­
toriales (reúnen a los máximos respon­
sables políticos de los gobiernos auto­
nómico y estatal) como por las comisio­
nes y los grupos de trabajo especiali­
zados. 

Independientemente de una u otra 
propuesta, se busca reforzar la autono­
mía de la Administración Local para 
que los municipios y provincias tengan 
una mayor capacidad decisiva y gober­
nativa, y mejorar el aspecto de la auto­
nomía financiera, para que las Comuni­
dades Autónomas gocen de una mayor 
potestad financiera. 

Conclusión 

Al concluir este trabajo quedan cla­
ros planteamientos en diversos sentidos 
que son expuestos a continuación: 

•	 En primer término una breve revi­
sión de la historia del Ecuador nos 
ha permitido mostrar que los ta­
lantes regionales existentes no son 
necesariamente producto de la 
institución o debilitamiento del 
poder central, sino más bien, son 
el resultado de la enorme autono­
mía política y económica adquiri­
da por parte de los gobiernos loca­
les desde la época colonial. Talan­
tes que han podido trascender gra­
cias a que cada región paulatina­
mente ha ido afianzando su priva­
tiva especialización comercial; y 
que se han intensificado a partir de 
las crisis económicas sufridas en 
momentos puntuales de la historia. 

•	 Por otro lado, la manifiesta exis­
tencia de vicios políticos como el 
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autoritarismo, caciquismo, c1iente­
lismo, corrupción, nepotismo y 
populismo son la consecuencia de 
la figura del caudillo militar im­
plantada tras la guerra de indepen­
dencia, así como el establecimien­
to	 de la distribución social esta­
mental - en la que los criollos se 
sentían los herederos de la nacien­
te república - y de la pobreza aca­
rreada por la política del interés. 

•	 De igual manera, es ahora eviden­
te que en el Ecuador se cuenta con 
las herramientas jurídicas y consti­
tucionales necesarias para el esta­
blecimiento de una descentraliza­
ción administrativa, legislativa y fi­
nanciera plena. Sin embargo, su 
total consumación necesita de un 
esfuerzo mancomunado por parte 
de la clase política nacional y de 
las instancias civiles que impulsen 
la creación de nuevas alternativas 
para el desarrollo regional 

•	 Del análisis realizado en el tema 
del Estado Autónomo, podemos 
concluir que la implantación de 
cualquier modelo similar, lejos de 
fomentar la unidad nacional in­
centiva la división, la no coopera­
ción y los deseos de secesión. Si­
tuación fácilmente realizable en el 
Ecuador, ya que la tendencia de 
los regionalismos siempre ha sido 
atizar la separación y la cuasi in­
dependencia; y no la cohesión, 
unión y solidaridad. Además no 
elimina la centralidad del poder, 
tan sólo la traspasa a otra instancia 
(en lugar de poseerla el Estado, las 
tienen las Comunidades Autóno­
mas) 
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En síntesis, se debe dejar de satani­
zar el modelo de Estado central con afir­
maciones como "el Estado central ha si­
do el causantede la pobreza que existe 
en el Ecuador" o "los problemas econó­
micos y pollticos que sufren hoy en día 
varios gobiernos locales es fruto del Es­
tado centralista", porque lejos de ser 
ciertas y traer soluciones, fomentan una 
mayor inestabilidad social. 

Hay que desechar toda propuesta 
radical que fomente una autonomía po­
litica de las regiones, ya que con esto se 
alienta una profundización en la divi­
sión social, un aumento de la pobreza y, 
definitivamente, la desintegración del 
país. Sin embargo, se deben alentar al­
ternativas que impulsen un mayor grado 
de descentralización y desconcentra­
ción del Estado central, fomentando el 
desarrollo de las capacidades adminis­
trativas y financieras de los gobiernos 
seccionales del país, pero sin que esto 
signifique su desaparición, ya que su 
existencia es lo único que mantendrá la 
unidad nacional. 
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